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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este fallo la impugnación interpuesta por el Director Administrativo de la Secretaría de Educación y Cultura del Departamento de Risaralda, contra el fallo de tutela proferido el treinta y uno (31) de agosto de dos mil seis (2006) por el señor Juez Segundo Penal del Circuito de Pereira, con ocasión de la acción de tutela incoada por la señora MARÍA ALEYDA GIRALDO DUQUE donde aparece como accionado el Fondo Nacional de Prestaciones del Magisterio, Regional Risaralda.
2.- DEMANDA 

La actora refiere que el día quince (15) de marzo de 2006 solicitó al Coordinador en Risaralda del Fondo Nacional del Prestaciones Sociales del Magisterio, el reconocimiento y pago de sus cesantías definitivas, sin que a la fecha de interposición de la acción se le hubiere suministrado contestación alguna.
Solicita por tanto, la protección del derecho fundamental de petición –artículo 23 constitucional- en virtud de lo cual, se debe ordenar a la entidad accionada reconocer y pagar a favor de la accionante las cesantías definitivas. Además, que en el término improrrogable de cuarenta y ocho (48) horas, expida el correspondiente acto administrativo –positivo o negativo- que dé respuesta a la petición y remita copia del mismo al Despacho. 
3. - RESPUESTA
El Director Adtivo. de la Secretaría de Educación y Cultura del Departamento de Risaralda, se pronunció sobre las pretensiones de la acción, aduciendo que las Oficinas Regionales del Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio cumplen un procedimiento especial para el reconocimiento y pago de las prestaciones sociales del personal docente, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 91 de 1989 y sus normas reglamentarias –Ley 962 de 2005 y Decreto 2831 de 2005-, donde se establecen competencias exclusivas en cada entidad territorial –Secretaría de Educación Departamental y se instituye un procedimiento que describe, consistente en: Recepción de la solicitud y asignación de número a la misma, revisión y estudio, a cargo de la Oficina Regional; comunicación al petente en caso de faltar documentos; liquidación por parte de la Oficina Regional; revisión, estudio, liquidación y elaboración del proyecto de acto administrativo. Señala que los pasos anteriormente descritos ya fueron cumplidos en relación con la petición de la señora GIRALDO DUQUE y que se estaba cumpliendo con el proceso de elaboración del proyecto de acto administrativo ajustado a derecho, dado que era necesario cumplir con la sustanciación y liquidación respectiva, frente a cada uno de los factores salariales, tiempo de servicio y documentos aportados, todo ello, para evitar inconsistencias futuras.
Expresa que el siguiente paso será la remisión del expediente con el proyecto de acto administrativo por parte de la Coordinación Regional a la entidad Fiduprevisora S. A. y con posterioridad a ello, la devolución por parte de la Fiduprevisora a la Coordinación Regional ahora sí para la expedición del acto administrativo que niega o reconoce el derecho a la prestación social. Así sucesivamente, sigue describiendo una serie de pasos que se deben agotar antes de la cancelación de la prestación pedida.

Manifiesta que la Oficina Regional únicamente cumple funciones de trámite, mientras que quien programa y ejecuta los pagos es la entidad Fiduprevisora de la ciudad de Bogotá, donde las solicitudes son sometidas al régimen especial que cobija al personal docente. En ese sentido, defiende su gestión y destaca que se le ha dado estricto cumplimiento a lo que le compete realizar en el trámite de la prestación que solicita la actora, de lo cual se le ha informado vía telefónica y de manera personal.
De todas maneras, destaca que cualquier etapa o trámite posterior a lo anteriormente descrito le será notificado a la señora MARIA ALEYDA, sin que se pueda garantizar que la prestación pedida se apruebe sin el cumplimiento de las normas y procedimientos establecidos para tal efecto. Por ende, estima que no es viable proceder por vía de tutela frente al trámite descrito y sustentado, ya que se ha obrado en cumplimiento de lo dispuesto por la Fiduciaria la Previsora.

4.- FALLO 

El Juzgado de primer grado estimó que se estaba frente a una petición de interés particular, regulada en su trámite por el artículo 6º del Código Contencioso Administrativo, que disponía que la misma se debía responder o contestar dentro de los quince (15) días siguientes a su recibo o en su defecto, informar la imposibilidad de suministrar la respuesta en ese lapso, explicando los motivos para ello y señalando el término en que se producirá la contestación. Obrar de manera diferente era un desconocimiento del derecho de petición. Además, según lo disponía el dispositivo 31 de la misma codificación, era obligación de todas las autoridades hacer efectivo el ejercicio del derecho consagrado en la norma 23 constitucional, mediante la rápida y oportuna resolución de las peticiones que en términos comedidos se les formulen y que tengan relación directa con las actividades a cargo de ellas.
Fundamentado en jurisprudencia de la Corte Constitucional aplicable al caso, concluyó que en efecto, no se había producido la oportuna respuesta y por consiguiente dispuso que en el término de cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación del fallo, resolviera de fondo, de manera clara y precisa con el correspondiente acto administrativo, la solicitud elevada por la actora.
5.- IMPUGNACIÓN

Frente al fallo proferido, la entidad accionada refirió que el expediente se encontraba en la ciudad de Bogotá en la entidad competente para la emisión del visto bueno del trámite para reconocimiento y posterior ejecución del pago, pasos que se deben agotar previamente a la legalización del acto administrativo y cumplimiento de la actuación administrativa propia.
De conformidad con el contenido del artículo 56 de la Ley 962 de 2005, las prestaciones del Fondo de Prestaciones del Magisterio serán reconocidas por ese fondo mediante la aprobación del proyecto de resolución que debe ser elaborado por el Secretario de Educación de la entidad territorial correspondiente a la que se encuentre vinculado el docente. El fondo constituye una cuenta especial de la Nación sin personería jurídica, con independencia patrimonial, cuyos recursos deben ser manejados por una entidad Fiduciaria estatal o de economía mixta, a través de un contrato de fiducia mercantil suscrito por la Nación-Ministerio de Educación Nacional y la Fiduciaria La Previsora, que debe impartir ese visto bueno previo al reconocimiento de todas las prestaciones económicas y realizar el pago de las mismas una vez reconocidas.

Itera que el procedimiento por ellos realizado ha estado ajustado a derecho, tal como se sostuvo al decorrer el traslado y que además, no se puede garantizar que la prestación se apruebe sin el cumplimiento de las normas y procedimientos establecidos para ello. Solicita por tanto que se exonere de toda responsabilidad a la entidad que representa y adjunta copia del oficio mediante el cual las diligencias fueron remitidas a la Fiduciaria La Previsora el pasado treinta y uno (31) de agosto.
6- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada por el Director Administrativo de la Secretaría de Educación Departamental, contra el fallo proferido por el Juez Segundo Penal del Circuito de esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.

6.1. Sobre el impedimento planteado.
En relación con la manifestación de impedimento que ha hecho el Magistrado JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO, al tenor de lo reglado en el numeral 6º 
 del artículo 56 de la Ley 906 de 2004, por cuanto profirió el fallo de tutela que ahora es revisado en segunda instancia, debe decir la Sala Dual que en efecto, se estructura la hipótesis legal allí contenida y en consecuencia, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 39 del Decreto 2591 de 1991, se acepta el impedimento aducido, razón por la cual el citado Magistrado se excluye del conocimiento y fallo del presente asunto.

6.2. Problema planteado.

Entiende el Tribunal que debe determinar si la actuación de la Oficina Regional del Fondo Nacional de Prestaciones del Magisterio, vulneró o no el derecho de petición en cabeza de la actora, y de manera adicional, si la determinación adoptada en la primera instancia está acorde con lo que se llegue a concluir.

6.3. Solución.

Para la Sala es evidente que la actuación desplegada por la Oficina Regional del Fondo Nacional de Prestaciones del Magisterio, en efecto, ha vulnerado la garantía constitucional y legal que obliga a las autoridades Colombianas a suministrar oportuna respuesta ante las peticiones que se les hace. Si se mira con detenimiento la actuación, surge palmariamente que a pesar de haberse radicado la solicitud del reconocimiento de la prestación por parte de la accionante desde el pasado quince (15) de marzo, al momento de interponerse la demanda -25 de agosto- ya habían transcurrido más de cinco (5) meses sin que se hubiera siquiera informado la razón para no dar contestación dentro de los precisos términos contemplados en la Ley, o en su defecto, que se le hubiera informado cuáles eran las razones de la tardanza y la fecha en que la respuesta definitiva se iría a producir, según obliga el artículo 6º del Código Contencioso Administrativo.
Si bien es cierto, para el Tribunal no hay duda alguna en que el reconocimiento de las cesantías que reclama la accionante, es una operación administrativa compleja que exige de un lado la verificación de varios datos y, de otro, la intervención de dos (2) entidades precisamente definidas como lo son la Oficina Regional –entiéndase Secretaría de Educación Departamental- y la Fiduciaria La Previsora del otro; no lo es menos que la parte inicial que correspondía realizar a la primera de las nombradas no se efectuó con la eficiencia y oportunidad que deben caracterizar a la Administración Pública. Además, sin el perfeccionamiento de esta primera etapa, no es posible que por parte de la Previsora se expida el correspondiente visto bueno que permita iniciar los trámites finales de pago de la prestación económica. Así las cosas, el injustificado retraso que aquí se ha presentado, incide de manera directa en que el proceso completo no se lleve a feliz término dentro de unos plazos acordes con el interés de la solicitante.
Nótese cómo tanto en la primera respuesta suministrada al descorrerse el traslado, así como en la impugnación, la entidad accionada solamente se limita a enumerar las actividades que ha realizado respecto de la petición de la señora GIRALDO DUQUE, pero de manera alguna explica el porqué del excesivo tiempo que ha transcurrido para realizar las actividades por ella descrita, que en criterio del Tribunal no aparecen como engorrosas o con un grado de dificultad mayor que imposibilite su normal trámite.

Desde ese punto de vista, es claro que en verdad se presentó una flagrante vulneración del derecho de petición, porque la actora ha sido sometida a la incertidumbre de una larga espera, sin que por motivo alguno esté obligada a soportar la desidia demostrada frente a su particular caso. Sin embargo, visto desde otro ángulo el asunto, la orden impartida por el señor Juez de primer grado pasó por alto el procedimiento descrito por la entidad accionada, como quiera que a pesar de la demora, quedó establecido que la solución de este caso en el estadio en que se encontraba cuando se profirió la providencia, no descansaba exclusivamente en la voluntad unilateral de la Coordinadora Regional del Fondo y era imprescindible contar con el concurso de la Fiduciaria La Previsora a donde se enviarían los documentos pertinentes.

Por manera que cuando se dispuso que en el improrrogable término de cuarenta y ocho (48) horas se produjera el correspondiente acto administrativo –el señor Juez de primer grado tuvo buen cuidado de no señalar cuál debería ser el sentido del mismo, tal como lo había solicitado la actora, seguramente por respeto a la autonomía que tiene la entidad accionada al respecto-; no se tuvo en cuenta que dicha orden envolvía también a un tercero (FiduPrevisora) que ni siquiera fue llamado a intervenir en el trámite desarrollado. Como consecuencia de lo anterior, toda vez que en efecto, quedó demostrado que en lo que hacía con la Oficina Regional del Fondo, sí se había vulnerado la garantía de petición, la orden a impartir por el Juez Constitucional solamente puede cubrir a la entidad accionada.

No obstante lo anterior, ya que debe existir coordinación entre los dos (2) organismos que intervienen en el reconocimiento de la prestación, es deber de la Oficina Regional efectuar los respectivos arreglos con la Fiduciaria La Previsora, en aras de lograr en primer término que ante la notoria tardanza para responder a la actora, se produzca una contestación definitiva (acto administrativo); y en segundo, en caso de que ello no sea posible dentro de las cuarenta y ocho (48) horas señaladas, deberá proceder a informar –si todavía no lo ha hecho- cuáles son las razones para que todavía no se haya solucionado la petición de la actora; además, el preciso término dentro del cual se producirá la respuesta conclusiva. 
En ese orden de ideas, lo pertinente es adicionar el fallo impugnado de conformidad con lo que se acaba de acotar. Desde luego, debe advertir la Sala que en caso de no lograrse el pronunciamiento de fondo que merece la accionante, las razones que se aduzcan deben corresponder a situaciones reales y debidamente delimitadas, pero bajo ningún punto de vista a simples excusas que intenten justificar la tardanza.  
7- DECISIÓN 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,  

FALLA

PRIMERO: Se acepta el impedimento planteado por el Magistrado JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO, en consecuencia se le separa del conocimiento del presente asunto.
SEGUNDO: SE CONFIRMA el fallo proferido por el señor Juez Segundo Penal del Circuito de Pereira, pero SE ADICIONA en cuanto que si a pesar de las coordinaciones que la Oficina Regional del Fondo de Prestaciones del Magisterio efectúe con la Fiduciaria La Previsora para lograr producir la respuesta final, no consigue que la misma se produzca dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación del fallo, deberá informar por escrito a la accionante, señora MARÍA ALEYDA GIRALDO DUQUE, cuáles son las específicas y contundentes razones para no pronunciarse de fondo y además, el preciso término dentro del cual se expedirá el correspondiente acto administrativo que se echa de menos.
TERCERO: Por Secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
             IVANOV ARTEAGA GUZMÁN
     Magistrado




       Magistrado

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

Secretaria
� Que el funcionario haya dictado la providencia de cuya revisión se trata, o hubiere participado dentro del proceso, o sea cónyuge o compañero o compañera permanente o pariente dentro del cuarto grado de consaguinidad o civil, o segundo de afinidad, del funcionario que dictó la providencia a revisar.
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